
 

 

            
 

 

 
 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

ACUERDO COT No. 34 DE 2022 
 

“Por el cual se recomiendan los parámetros generales de diferenciación y los lineamientos para el 
ejercicio de competencias y desarrollo de funciones por parte de los esquemas asociativos territoriales”  

 
 

LA COMISIÓN DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL  
 

En ejercicio de sus facultades legales y reglamentarias conferidas en los artículos 4° y 6° de la Ley 
1454 de 2011 y,    

 
 

CONSIDERANDO 
 
Que la Constitución Política en sus artículos 286 y 288 establece que son entidades territoriales los 

departamentos, los distritos, los municipios y los territorios indígenas además de las regiones y provincias 

que se constituyan en los términos de la Constitución y de la ley, siendo la Ley Orgánica de Ordenamiento 

Territorial la que definirá la distribución de competencias entre la Nación y las entidades territoriales 

conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad. 

Que el artículo 287 de la Constitución Política señala que las entidades territoriales gozan de autonomía 

para la gestión de sus intereses dentro de los límites de la Constitución y la ley. 

Que de acuerdo con los artículos 311 y 334 de la Constitución Política de 1991, al municipio como entidad 

fundamental de la división político-administrativa del Estado le corresponde prestar los servicios públicos 

que determine la ley, construir las obras que demande el progreso local, ordenar el desarrollo de su 

territorio, promover la participación comunitaria, el mejoramiento social y cultural de sus habitantes y 

cumplir las demás funciones que le asignen la Constitución y las leyes. Por su parte, en cuanto al régimen 

económico y de hacienda pública, al Estado le corresponde intervenir, por mandato de la Constitución y 

la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, 

utilización y consumo de los bienes. 

Que mediante la Ley 1454 de 2011 se dictaron las normas orgánicas sobre ordenamiento territorial y se 

estableció la asociatividad como principio rector que propiciará la formación de asociaciones entre las 

entidades territoriales e instancias de integración territorial para producir economías de escala, generar 

sinergias y alianzas competitivas, para la consecución de objetivos de desarrollo económico y territorial 

comunes. 



 

 

            
 

 

 
 

Que el artículo 3 de la Ley 1454 de 2011 reconoce el principio de sostenibilidad, en el sentido que el 

ordenamiento territorial conciliará el crecimiento económico, la sostenibilidad fiscal, la equidad social y la 

sostenibilidad ambiental, para garantizar adecuadas condiciones de vida de la población. 

Que el artículo 9 de la Ley 1454 de 2011 consagra que el Estado promoverá procesos asociativos entre 

entidades territoriales para la libre y voluntaria conformación de alianzas estratégicas que impulsen el 

desarrollo autónomo y autosostenible de las comunidades. Además, se promoverá la asociatividad para 

programas de protección ambiental de ecosistemas estratégicos, de áreas protegidas, y de las zonas 

productoras de agua. 

Que conforme con el artículo 10 de la Ley 1454 de 2011 constituyen esquemas asociativos territoriales 

(EAT), las regiones administrativas y de planificación, las regiones de planeación y gestión, las 

asociaciones de departamentos, las áreas metropolitanas, las asociaciones de distritos especiales, las 

provincias administrativas y de planificación y las asociaciones de municipios. 

Que el artículo 17 de la Ley 1454 de 2011 dispone que los esquemas asociativos Territoriales son 

entidades administrativas de derecho público, con personería jurídica y patrimonio propio e independiente 

de los entes que la conforman. 

Que por disposición del artículo 20 de la Ley 1454 de 2011 la Nación y los órganos del nivel central 

podrán delegar en las entidades territoriales o en los diferentes esquemas asociativos territoriales, por 

medio de convenios, atribuciones propias de los organismos y de entidades, públicas del nivel nacional, 

así como de las entidades descentralizadas del orden nacional. 

Que el artículo 29 de la Ley 1454 de 2011 señala entre los asuntos de interés nacional las áreas 

protegidas y el Sistema de Parques Nacionales Naturales. 

Que conforme a lo señalado en el numeral 1º del artículo 2 de la Ley 80 de 1993, se consideran como 

entidades estatales la Nación, las regiones, los departamentos, las provincias, el distrito capital y los 

distritos especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios, los territorios indígenas y 

los municipios; los establecimientos públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado, las 

sociedades de economía mixta en las que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento 

(50%), así como las entidades descentralizadas indirectas y las demás personas jurídicas en las que 

exista dicha participación pública mayoritaria, cualquiera sea la denominación que ellas adopten, en 

todos los órdenes y niveles; y por lo tanto se les aplica el Estatuto General de Contratación de la 

Administración Pública. 

Que la Ley 136 de 1994 en su artículo 148 dispuso que dos o más municipios de uno o más 

departamentos podrán asociarse para organizar conjuntamente la prestación de servicios públicos, la 

ejecución de obras o el cumplimiento de funciones administrativas, procurando eficiencia y eficacia en 

los mismos, así como el desarrollo integral de sus territorios y colaborar mutuamente en la ejecución de 

obras públicas. 



 

 

            
 

 

 
 

Que el artículo 249 de la Ley 1955 de 2019 establece que los esquemas asociativos territoriales podrán 

prestar servicios públicos, desempeñar funciones administrativas propias o las que las entidades 

territoriales o el nivel nacional les deleguen, ejecutar obras de interés del ámbito regional, cumplir 

funciones de planificación o ejecutar proyectos de desarrollo integral, para lo cual deberán cumplir con 

las condiciones de experiencia, idoneidad y los demás requisitos dispuestos en las normas vigentes y 

aplicables, incluyendo la Ley 142 de 1994, por la cual se establece el régimen de los servicios públicos 

domiciliarios y se dictan otras disposiciones, y las que la modifiquen, complementen o sustituyan. Los 

EAT podrán, igualmente, asociarse con operadores autorizados por la autoridad competente para la 

prestación de los correspondientes servicios. 

Que el artículo 251 de la Ley 1955 de 2019 señala que las entidades territoriales podrán financiar, de 

manera conjunta y concertada, iniciativas de gasto por fuera de su jurisdicción y, en especial, para la 

ejecución de proyectos de inversión con impacto regional, siempre y cuando beneficien a las entidades 

territoriales que financian la iniciativa propuesta. 

Que mediante la Ley 1962 de 2019 se dictaron las normas para fortalecer la región administrativa y de 

planificación (RAP), se establecieron las condiciones y el procedimiento para su conversión en región 

entidad territorial (RET), se reglamentó su funcionamiento y se regularon las relaciones entre estas y las 

otras entidades territoriales existentes. 

Que a través de los artículos 2, 3 y 8 de la Ley 1962 de 2019 se promueve el establecimiento de las 

regiones administrativas y de planificación (RAP) como marcos de relaciones geográficas, económicas, 

culturales y funcionales, se define el hecho regional, se instituye que los hechos regionales serán 

declarados por la respectiva Junta Directiva de la región administrativa y de planificación (RAP), o la 

Junta Regional de las Regiones como entidad territorial (RET) y se crea el Comité Asesor de Planificación 

de la Región Administrativa y de Planificación (RAP). 

Que entre las funciones establecidas en el artículo 4 de la Ley 1962 de 2019 se destaca que la región 

administrativa y de planificación (RAP) tendrá como función la de “Participar en los procesos de 

ordenamiento y planificación de los recursos naturales del componente ecológico y ambiental de la 

región”. 

Que mediante el Decreto 900 de 2020 se adiciona el Capítulo 5, al Título 1, de la Parte 2, del Libro 2 del 

Decreto 1066 de 2015 y se reglamenta la Ley 1962 de 2019 definiendo los principios, criterios, alcance 

y procedimiento para la declaración de los hechos regionales por parte de las regiones administrativas y 

de planificación (RAP); las funciones y los instrumentos de planeación de las RAP; sus órganos de 

gobierno y administración, así como la forma de escogencia de los miembros del Comité Asesor de las 

regiones administrativas y de planificación. 

Que a través del Decreto 1033 de 2021 se adiciona el Título 5 denominado "Esquemas Asociativos 

Territoriales" a la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1066 de 2015 y se definen las reglas para la 

conformación, funcionamiento, dirección, administración y liquidación de los esquemas asociativos 



 

 

            
 

 

 
 

territoriales – EAT, se fijan los requisitos, condiciones y procedimiento para su inscripción en el Registro 

de Esquemas Asociativos Territoriales y para la presentación de proyectos de inversión susceptibles de 

financiación a través de los recursos del Sistema General de Regalías (SGR) ante los Órganos 

Colegiados de Administración y Decisión Regional (OCAD) o ante los responsables designados para tal 

fin por la ley. 

Que el Decreto 1033 de 2021 indica que los asuntos de interés común identificados en el plan estratégico 

de mediano plazo como hechos interjurisdiccionales entre entidades territoriales por parte del EAT, 

deberán tener en cuenta en su definición el criterio de Sostenibilidad. 

Que el Decreto 1033 de 2021 establece que para la identificación de los hechos interjurisdiccionales se 

debe tener en cuenta:  1. Los aspectos biofísicos, 2. Los asentamientos humanos y su infraestructura, 3. 

Las actividades humanas y 4. Los aspectos sociales y culturales que deban ser abordados 

conjuntamente por los EAT. 

Qué el artículo 10 de la Ley 388 de  1997 establece como determinantes de los planes de ordenamiento 

territorial las normas de superior jerarquía, entre otras, aquellas relacionadas con la conservación y 

protección del medio ambiente y recursos naturales, y la gestión del riesgo. 

Que de conformidad con el artículo 14 y 33 de la Ley 388 de 1997, el componente rural del plan de 

ordenamiento garantiza la adecuada interacción entre los asentamientos rurales y la cabecera municipal, 

la conveniente utilización del suelo rural y las actuaciones públicas tendientes al suministro de 

infraestructuras y equipamientos básicos para el servicio de los pobladores rurales; y por su parte el 

suelo rural lo constituyen los terrenos no aptos para el uso urbano, por razones de oportunidad, o por su 

destinación a usos agrícolas, ganaderos, forestales, de explotación de recursos naturales y actividades 

análogas, lo cual precisa la protección de los suelos agropecuarios. 

Que de acuerdo con la Ley 99 de 1993, las autoridades ambientales están encargadas de administrar, 

dentro del área de su jurisdicción, el medio ambiente y los recursos naturales renovables, propenden por 

el desarrollo sostenible y ejercen la función de máxima autoridad ambiental, asimismo, las entidades 

territoriales tienen asignadas funciones en materia ambiental, que deben ser reconocidas bajo el principio 

de autonomía territorial. 

Que mediante la Ley 1625 de 2013 se fijaron las normas especiales que dotan a las áreas metropolitanas 

de un régimen político, administrativo y fiscal para el cumplimiento de sus funciones y establece como 

instrumentos de planificación  los planes integrales de desarrollo metropolitano-PIDM, y los planes 

estratégicos metropolitanos de ordenamiento territorial-PEMOT, los cuales deben incluir contenidos 

mínimos en materia de la protección del medio ambiente, de los recursos naturales y del paisaje, y 

estrategias para la Gestión Integral del Agua, entre otros aspectos vinculados a la gestión ambiental. 

Que en el marco de la Ley 1931 de 2018, en el artículo 3 numeral 14, se señala que los Planes Integrales 

de Gestión del Cambio Climático Territoriales (PIGCCT) son los instrumentos a través de los cuales las 

entidades territoriales y autoridades ambientales regionales identifican, evalúan, priorizan, y definen 



 

 

            
 

 

 
 

medidas y acciones de adaptación y de mitigación de emisiones de gases efecto invernadero, para ser 

implementados en el territorio. 

Que los artículos 3 y 5 del Decreto Ley 4145 de 2011 señalan que la UPRA tiene por objeto orientar la 

política de gestión del territorio para usos agropecuarios y dentro de sus funciones se encuentra la de: 

“Definir criterios y diseñar instrumentos para el ordenamiento del suelo rural apto para el desarrollo 

agropecuario, que sirvan de base para la definición de políticas a ser consideradas por las entidades 

territoriales en los Planes de Ordenamiento Territorial”. 

Que de acuerdo con los numerales 2 y 9 del artículo 6 de la Ley 1551 de 2012, dentro de las funciones 

de los municipios, se señala que para la elaboración de los planes de desarrollo municipal y los planes 

de ordenamiento territorial se tendrán en cuenta los instrumentos definidos por la UPRA para el 

ordenamiento y el uso eficiente del suelo rural. 

Que el Decreto 87 de 2011, establece que: “el Ministerio de Transporte tiene como objetivo primordial la 

formulación y adopción de las políticas, planes, programas, proyectos y regulación económica en materia 

de transporte, tránsito e infraestructura de los modos de transporte carretero, marítimo, fluvial, férreo y 

aéreo y la regulación técnica en materia de transporte y tránsito de los modos carretero, marítimo, fluvial 

y férreo”. 

Que, en lo relacionado con autoridades de transporte en Colombia, el Decreto 1079 de 2015 “Por medio 

del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Transporte”, determina las competencias 

en materia de transporte con respecto a la jurisdicción distrital, municipal, departamental, metropolitana 

y nacional en las diferentes modalidades de transporte. 

Que la Comisión de Ordenamiento Territorial – COT conforme con los artículos 4 y 6 de Ley 1454 de 

2011 tiene como funciones evaluar, revisar y sugerir al Gobierno Nacional y a las Comisiones Especiales 

de Seguimiento al Proceso de Descentralización y Ordenamiento Territorial del Senado de la República 

y de la Cámara de Representantes, la adopción de políticas, desarrollos legislativos y criterios para la 

mejor organización del Estado en el territorio, además de establecer los parámetros de diferenciación 

entre las diversas instancias de asociaciones que promueven el desarrollo regional, dentro del marco de 

la Constitución y la Ley. 

Que con ocasión a las funciones de la COT se procede mediante el presente Acuerdo a recomendar al 

Gobierno Nacional y a las Comisiones Especiales de Seguimiento al Proceso de Descentralización y 

Ordenamiento Territorial del Senado de la República y de la Cámara de Representantes políticas, la 

adopción de los parámetros generales de diferenciación de los esquemas asociativos Territoriales y los 

lineamientos para el ejercicio de competencias y desarrollo de funciones entre dichos esquemas. 

Que con fundamento en lo expuesto la COT,  

 



 

 

            
 

 

 
 

 
 

ACUERDA 
 

TITULO I  
 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
Artículo 1. Objeto. El presente Acuerdo tiene por objeto recomendar al Gobierno Nacional y a las 
Comisiones Especiales de Seguimiento al Proceso de Descentralización y Ordenamiento Territorial del 
Senado de la República y de la Cámara de Representantes, la adopción de los parámetros generales de 
diferenciación de esquemas asociativos territoriales y los lineamientos para el ejercicio de competencias 
y el desarrollo de sus funciones 
 
Artículo 2. Alcance. Las disposiciones establecidas en el presente Acuerdo se aplicarán a las entidades 
territoriales que conformen esquemas asociativos territoriales sin perjuicio de la autonomía que tienen 
para la gestión de sus intereses dentro de los límites de la Constitución y la ley, y a los esquemas 
Asociativos territoriales para el desarrollo de sus funciones. 
 
Artículo 3. Principios. Para efectos del presente Acuerdo se entienden incorporados los principios 
rectores para el ejercicio de competencias previstos en el Título III Capítulo I de la Ley 1454 de 2011.  
 
Artículo 4. Gradualidad y flexibilidad. Los parámetros generales de diferenciación y los lineamientos 
para el ejercicio de competencias y desarrollo de funciones por parte de los esquemas asociativos 
territoriales fueron desarrollados mediante un proceso gradual y flexible que implica que estos puedan 
evolucionar o ser ajustados y complementados. 
 
El presente Acuerdo se pone en consideración de la Misión de Descentralización como referente para el 
desarrollo de disposiciones en materia de asociatividad.  
 

 
TÍTULO II.  

 
 

PARÁMETROS GENERALES DE DIFERENCIACIÓN APLICABLES A LOS ESQUEMAS 
ASOCIATIVOS TERRITORIALES - EAT. 

 
ARTICULO 5. Parámetros generales de diferenciación aplicables a los EAT. Los siguientes 
parámetros generales de diferenciación comprenden lineamientos técnicos y jurídicos para las entidades 
territoriales en el proceso de conformación de esquemas asociativos territoriales: 
 



 

 

            
 

 

 
 

a. Parámetro orgánico.  
b. Parámetro interjurisdiccional.  
c. Parámetro funcional  
d. Parámetro de especialidad de la Ley.  

 
Los parámetros generales de diferenciación no son excluyentes entre sí, por el contrario, se 
complementan constituyendo un referente para la toma de decisiones por parte de las Entidades 
Territoriales en desarrollo de sus procesos asociativos territoriales. 
 
Artículo 6. Parámetro Orgánico: Es aquel que está dado por el tipo de entidad territorial que se asocia 

para la constitución del esquema asociativo territorial. 

 

a. Entre departamentos se podrá constituir regiones administrativas y de planificación – RAP y 

regiones administrativas y de planificación especial (RAP-E), regiones de planeación y gestión - 

RPG y asociaciones de departamentos.  

 

Los departamentos que conformen regiones administrativas y de planificación en el territorio 

insular colombiano, deberán tener continuidad geográfica y proximidad en los términos 

establecidos en el artículo 30 de la Ley 1454 de 2011, modificado por el artículo 4 de la Ley 1962 

de 2019.  

 
De conformidad con el artículo 325 de la Constitución Política, el parágrafo 3° del artículo 30 de 
la Ley 1454 de 2011 y el artículo 4 de la Ley 1962 de 2019, el Distrito Capital de Bogotá, el 
departamento de Cundinamarca y los departamentos contiguos a este podrán constituirse en 
una Región Administrativa y de Planeación Especial (RAP-E).  
 
En virtud del artículo 17 de la Ley 1454 de 2011, las asociaciones de departamentos podrán 
constituirse en regiones administrativas y de planificación, previa autorización de sus asambleas 
departamentales. 
 
Para todos los efectos del presente acuerdo, se hace claridad que las RAP y RAP-E son regiones 
administrativas y de planificación.  
 

b. Entre distritos se podrá constituir asociaciones de Distritos Especiales. 
 

En los términos del parágrafo 1° del artículo 30 de la Ley 1454 de 2011 los Distritos Especiales 

cuyo territorio esté inmerso en una región administrativa y de planificación (RAP) tendrán las 

mismas prerrogativas que estas les otorguen a los Departamentos. 

 

c. Entre entidades territoriales del nivel municipal, distrital y/o departamental se podrán constituir 

regiones de planeación y gestión – RPG.   



 

 

            
 

 

 
 

 

Las regiones de planeación y gestión constituyen instancias de asociación de entidades 

territoriales que permiten promover y aplicar de manera armónica y sostenible los principios de 

complementariedad, concurrencia y subsidiariedad en el desarrollo y ejecución de las 

competencias asignadas a las entidades territoriales por la Constitución y la ley. 

 

Las asociaciones entre entidades territoriales podrán conformar libremente entre sí diversas 

regiones de planeación y gestión, podrán actuar como bancos de proyectos de inversión 

estratégicos de impacto regional durante el tiempo de desarrollo y ejecución de los mismos.  

 

d. Entre municipios se podrá constituir provincias administrativas de planificación – PAP, áreas 

metropolitanas y asociaciones de municipios. 

 
Los municipios que conformen provincias administrativas y de planificación – PAP, deberán 
pertenecer a un mismo departamento y guardar continuidad geográfica conforme lo señalado en 
el artículo 321 de la Constitución Política y el artículo 16 de la Ley 1454 de 2011. 
 
Los municipios que conformen áreas metropolitanas se podrán integrar en torno a un municipio 
definido como núcleo, previa identificación de los hechos metropolitanos.  
 
Será el municipio núcleo, la capital del departamento; en caso de que varios municipios o distritos 
sean capital de departamento o ninguno de ellos cumpla dicha condición, el municipio núcleo 
será el que tenga en primer término mayor categoría, de acuerdo con la Ley 617 de 2000. 
 

Artículo 7. Parámetro Interjurisdiccional: Obedece al tipo de esquema asociativo territorial a conformar 
por parte de la entidad territorial, previa identificación de las necesidades comunes por satisfacer, 
propósitos, metas e intereses que motiven la asociatividad.  
 
Los asuntos de interés asociativo común identificados por las entidades territoriales que conforman el 
EAT en los términos y tipologías del Decreto 1033 de 2021, se denominan hechos interjurisdiccionales y 
deberán ser gestionados según la escala que corresponda, buscando el desarrollo integral, equitativo y 
sostenible del territorio que comprende la jurisdicción del EAT. 
 
Si el hecho interjurisdiccional se presenta entre dos o más municipios o distritos será de alcance 
subregional, entre entidades territoriales que conforman un área metropolitana, será de alcance 
metropolitano, entre dos o más departamentos, de alcance regional y entre entidades territoriales 
fronterizas, el alcance será fronterizo.   
 
Las entidades territoriales en proceso de conformación de un área metropolitana estarán vinculadas entre 
sí por dinámicas e interrelaciones territoriales, ambientales, económicas, sociales, demográficas, 
culturales y tecnológicas que, para la programación y coordinación de su desarrollo sustentable, 



 

 

            
 

 

 
 

desarrollo humano, ordenamiento territorial y racional prestación de servicios públicos requieren una 
administración coordinada o de alcance metropolitano. 
 
En los esquemas asociativos de alcance regional, el fenómeno territorial o hecho regional a declarar 
trasciende las escalas de gobierno local y departamental en materias de competencias, inversión, 
planeación y ejecución de proyectos por su naturaleza poblacional y espacial, requiriendo una atención 
conjunta para que las acciones que se desarrollen sean eficientes y efectivas, y conduzcan al desarrollo 
integral de la región.  
 
El parámetro interjurisdiccional deberá ser tenido en cuenta para la toma de decisiones relacionadas con 
la conformación de cualquiera de las tipologías de esquemas asociativos territoriales previstas en la Ley 
1454 de 2011. 
 
Artículo 8. Parámetro Funcional: Se configura a partir de las funciones y competencias delegadas por 
las entidades territoriales o la Nación a los esquemas asociativos territoriales a conformar y que deberán 
ejecutar para el cumplimiento de sus finalidades u objetivos.  
 
En los términos de la Ley 1454 de 2011, los esquemas asociativos territoriales podrán prestar 
conjuntamente servicios públicos, cumplir funciones administrativas propias o asignadas al ente territorial 
por el nivel nacional, ejecutar obras de interés común o cumplir funciones de planificación ordenamiento 
territorial y gestión, así como procurar el desarrollo integral de sus territorios. 
 
En cumplimiento de las disposiciones previstas en el Decreto 1033 de 2021, en los eventos en los que 
las entidades territoriales deleguen en los EAT el ejercicio de competencias y funciones a su cargo, las 
mismas deberán ser incluidas en el convenio interadministrativo con la correspondiente asignación de 
recursos. 
 
Los esquemas asociativos territoriales regulados por una ley especial como las áreas metropolitanas y 
las regiones administrativas y de planificación, desarrollarán, las funciones y competencias específicas 
establecidas en ellas, además de las señaladas en la Ley 1454 de 2011.  
 
Artículo 9. Parámetro de la Especialidad: Las entidades territoriales podrán determinar el tipo de 
esquema asociativo territorial a conformar considerando aquellos que cuentan con un desarrollo 
normativo especial de tipo reglamentario. 
 
Las regiones administrativas y de planificación, las áreas metropolitanas, las asociaciones de municipios 
y la región metropolitana son esquemas asociativos territoriales desarrollados por una ley especial que 
establece requisitos específicos para su conformación y les asigna competencias.  
 
Las entidades territoriales en proceso de conformación de un esquema asociativo territorial deberán 
observar las disposiciones especiales establecidas por el legislador para determinar la conveniencia o 



 

 

            
 

 

 
 

no de la conformación de estos, considerando las competencias a delegar, los hechos 
interjurisdiccionales a desarrollar y su alcance.  
 

TÍTULO III.  
 

LINEAMIENTOS PARA EL DESARROLLO DE COMPETENCIAS Y FUNCIONES POR PARTE DE 
LOS ESQUEMAS ASOCIATIVOS TERRITORIALES - EAT  

 
 

CAPÍTULO I   
 

LINEAMIENTOS PARA EL DESARROLLO DE COMPETENCIAS DE LOS EAT EN MATERIA DE 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL   

 
 
Artículo 10. Finalidad de los EAT. Los EAT contribuirán con el cumplimiento de las obligaciones del 
Estado a partir de la coordinación y construcción de alianzas entre entidades territoriales procurando 
economías de escala, eficiencia administrativa, ordenamiento territorial, armonización territorial y 
concurrencia de las capacidades de las entidades territoriales asociadas.  
 
Las funciones y competencias de los EAT estarán orientadas a los hechos interjurisdiccionales de 
alcance subregional, metropolitano o regional que comprendan el desarrollo de obras públicas, 
prestación de servicios públicos y ejecución de funciones administrativas y de planificación propias o 
delegadas.  
 
Artículo 11. Fortalecimiento de los EAT. El fortalecimiento de los EAT territoriales contribuirá con el 
cumplimiento de las obligaciones del Estado, en particular con el cierre de brechas, con la generación de 
gobernanza territorial, con el fomento de la gestión económica y social, y el desarrollo sostenible. 
 
Artículo 12. Propósitos Generales de la asociatividad. Los EAT, en el marco de sus competencias, 
podrán coadyuvar con las entidades territoriales y la Nación en el desarrollo de los siguientes propósitos: 
 

a. Contribuir desde un enfoque asociativo con el cumplimiento de las determinantes ambientales y 
de las funciones en materia ambiental de sus miembros asociados. 

b. Apoyar, colaborar y contribuir con el logro de los objetivos establecidos por las autoridades 
ambientales, promoviendo la gestión y conservación de los recursos naturales en el territorio.  

c. Promover la conservación de áreas de protección para la producción agropecuaria, cuando estas 
se constituyan en hechos interjurisdiccionales. 

d. Favorecer procesos de desarrollo económico mediante la armonización de encadenamientos 
productivos.  

e. Fortalecer el ordenamiento territorial en la escala regional y subregional, identificando apuestas 
que promuevan el desarrollo sostenible de las entidades territoriales asociadas en materia de 



 

 

            
 

 

 
 

conservación y protección ambiental, productividad, de servicios públicos, conectividad y, las 
relaciones funcionales o vínculos urbano rurales. 

f. Promover estrategias de ordenamiento y planificación de bordes urbano-rurales, áreas 
conurbadas y suelos suburbanos, que fomenten la sostenibilidad de áreas de protección 
ambiental y para la producción agropecuaria. 

g. Promover la conservación del patrimonio cultural y la identidad regional y subregional. 
h. Contribuir con el desarrollo de proyectos regionales de forma eficiente, especialmente la gestión 

y articulación de fuentes e instrumentos de financiación.  
i. Contribuir con la consolidación y gestión ambiental en los sistemas regionales de áreas 

protegidas, nodos regionales de cambio climático, consejos de cuenca y comisiones conjuntas 
definidos para los planes de ordenación y manejo de cuencas hidrográficas-POMCAS e 
instancias de gestión y seguimiento para las áreas de patrimonio cultural. 

j. Fortalecer los mecanismos de negociación entre los municipios que conforman los EAT, así 
como con el nivel departamental y nacional, y con la cooperación internacional. 

 
Artículo 13. Información para la planificación del desarrollo y el ordenamiento y la gestión 
territorial. Los EAT promoverán la generación de información y conocimiento del territorio comprendido 
por los municipios y departamentos asociados, mediante la elaboración de estudios y análisis históricos 
y prospectivos de los hechos interjurisdiccionales según su tipología, como insumo para los instrumentos 
de planificación y gestión regional.  
 
Artículo 14. Representación en Gobernanza Multinivel. Los esquemas asociativos territoriales podrán 
representar a los municipios, distritos y departamentos asociados ante el Gobierno Nacional y 
departamental para la discusión de proyectos que los beneficien, la gestión de recursos y de proyectos 
de cooperación internacional.   
 
Artículo 15. Recursos de Cooperación Internacional. Los esquemas asociativos territoriales podrán 
ejecutar recursos de cooperación internacional en aquellos temas priorizados en el Plan Estratégico de 
Mediano Plazo que define los hechos interjurisdiccionales, en correspondencia con lo establecido en los 
planes de desarrollo y de ordenamiento territorial de los entes territoriales asociados.  
 
Artículo 16. Instrumento de medición para los esquemas asociativos territoriales. El Departamento 
Nacional de Planeación diseñará el índice de esquemas asociativos territoriales como herramienta para 
diagnosticar el estado actual de la asociatividad, evaluar su desempeño y fortalecer sus capacidades 
esenciales. Asimismo, implementará anualmente la metodología dispuesta en el índice para generar un 
reporte que permita además de identificar fortalezas y debilidades en los EAT, diseñar estrategias de 
acompañamiento y asesoría a los esquemas a partir de sus condiciones particulares. 
 

 
CAPÍTULO II 

 



 

 

            
 

 

 
 

LINEAMIENTOS PARA LA GESTIÓN, ORDENAMIENTO AMBIENTAL Y DE DESARROLLO 
SOSTENIBLE PARA LOS EAT 

 
Artículo 17: Funciones de los esquemas asociativos territoriales en materia ambiental. Los 
esquemas asociativos territoriales contribuirán con la coordinación, concurrencia y complementariedad 
para el ordenamiento y gestión ambiental y con el ejercicio de las atribuciones y funciones en materia 
ambiental, entre las entidades territoriales asociadas y autoridades ambientales, atendiendo la 
diferenciación en el alcance de las atribuciones ambientales de cada figura de asociatividad y las 
autonomías correspondientes. 
 
Artículo 18: Apoyo en la ejecución de programas y proyectos ambientales en curso. Los esquemas 
asociativos territoriales reconocerán, promoverán y apoyarán la gestión y ejecución de políticas, planes, 
programas y proyectos que se vienen adelantando en el territorio por autoridades ambientales, y 
entidades nacionales, sectoriales, regionales, y territoriales, como también las sectoriales, en relación 
con el medio ambiente y los recursos naturales renovables a través de las siguientes acciones: 
 

a. Apoyar el cumplimiento de directrices establecidas en los planes de manejo de áreas protegidas 
y de ecosistemas estratégicos, para el uso y ocupación del territorio, en áreas del medio natural, 
relacionadas con la conservación de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos, y el uso 
sostenible de los recursos naturales. 

b. Participar y apoyar a las autoridades ambientales y entidades territoriales, en la definición y 
gestión de la Estructura Ecológica Principal. 

c. Promover acciones orientadas a prevenir, mitigar y manejar los efectos ambientales negativos, 
derivados del desarrollo de las actividades humanas, priorizando la coordinación del desarrollo 
de estrategias dirigidas a asegurar el abastecimiento y gestión integral de agua, para consumo 
humano y sistemas productivos, la gestión integral residuos sólidos y líquidos y el saneamiento 
básico, la reducción de la contaminación del aire y del agua, la contaminación por ruido y la 
degradación de suelo. 

d. Coadyuvar en la implementación de la Ley Acción Climática, la Estrategia 2050 y la Contribución 
Determinada a Nivel Nacional de Colombia - NDC, así como en otras políticas, estrategias, 
planes, programas y proyectos de carácter nacional y regional relacionadas con cambio 
climático.  

e. Promover la mitigación y adaptación al cambio y variabilidad climática, apoyando acciones de 
reducción de emisiones, captura de carbono, y la implementación de medidas de adaptación. 

f. Apoyar a las entidades territoriales, a las autoridades ambientales y a las entidades del Sistema 
Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres-SNGRD, en la implementación de los 
procesos de la gestión del riesgo de desastres, a través de la elaboración de estudios técnicos, 
para la incorporación de la gestión del riesgo de desastres en los planes de ordenamiento 
territorial, la formulación y ejecución de obras y proyectos orientados a la reducción del riesgo 
de desastres y el desarrollo de infraestructura y equipamiento necesario para el manejo de 
desastres. 



 

 

            
 

 

 
 

g. Participar y promover la planificación y ordenación de cuencas hidrográficas compartidas por 
entidades territoriales, así como la gestión ambiental en estas. 

 
Artículo 19: Ejecución de programas y proyectos ambientales por parte de los esquemas 
asociativos territoriales. Los esquemas asociativos territoriales promoverán el medioambiente como 
activo estructurante de interacciones armónicas entre la biodiversidad, servicios ecosistémicos, 
actividades económicas y socioculturales; a partir de la elaboración, implementación y articulación de 
planes, programas y proyectos de desarrollo ambiental y de ordenamiento ambiental territorial, 
atendiendo las siguientes acciones: 
 

a. Elaboración de los planes estratégicos de mediano plazo con la incorporación de conceptos de 
desarrollo sostenible y de ordenamiento y gestión ambiental, en función de visiones de desarrollo 
compartidas, con un enfoque multidimensional y multinivel, dirigido hacia la estructuración de 
ámbitos territoriales regionales, provinciales y metropolitanos sostenibles, y asegurando la 
participación de las entidades territoriales integrantes del esquema. 

b. Definición de los hechos interjurisdiccionales biofísicos, teniendo presente el manejo integral de 
las determinantes ambientales, en el contexto del desarrollo sostenible, y considerando las 
políticas, planes, programas y proyectos, relacionados con la protección de los recursos 
naturales, y demás instrumentos que reconozcan los recursos naturales como sujetos de 
derechos teniendo en cuenta el Decreto 1033 de 2021, y atendiendo los contextos subregionales, 
regionales o nacionales pertinentes. 

c. Articulación de los hechos interjurisdiccionales biofísicos y planes estratégicos de mediano plazo 
con los objetivos y metas de los acuerdos globales ambientales, y las políticas y planes 
nacionales y territoriales, dirigidos al cumplimiento de los compromisos globales ambientales.  

d. Articulación de los hechos interjurisdiccionales con los planes de desarrollo y de ordenamiento 
territorial de las entidades territoriales que integran el EAT, con los instrumentos de planificación 
ambiental de las autoridades ambientales, y con los demás hechos interjurisdiccionales 
establecidos por el EAT.  

e. Formulación y apoyo en la gestión y ejecución de programas y proyectos orientados al 
cumplimiento de las determinantes ambientales, políticas, planes, programas y proyectos 
relacionados con la protección de los recursos naturales, así como adelantar la gestión y el 
seguimiento a la implementación del Plan Estratégico en materia ambiental. 

 
Artículo 20: Promoción del ordenamiento y la gestión ambiental territorial. Los esquemas 
asociativos territoriales implementarán la dimensión ambiental como activadora del desarrollo sostenible, 
a través de los instrumentos de gestión ambiental económicos, de información, culturales y de educación 
ambiental; complementado así la gestión ambiental basada en instrumentos de comando y control, 
administrativos y regulatorios; a través de las siguientes acciones: 
 

a. Promoción de la conservación y uso sostenible de los servicios ecosistémicos, fundamentados 
en soluciones basadas en la naturaleza y generando pagos por servicios ambientales. 

b. Promoción de la educación y cultura ambiental para el desarrollo sostenible. 



 

 

            
 

 

 
 

c. Coordinación y/o concurrencia con las autoridades ambientales y entidades territoriales en la 
realización de estudios e investigaciones, aplicadas al desarrollo sostenible, en materia de medio 
ambiente y recursos naturales renovables. 

d. Establecimiento y promoción de políticas de gestión ambiental integradoras, multiescalares y 
multisectoriales, impulsando la coordinación, concurrencia y complementariedad de las 
entidades asociadas, en función del desarrollo territorial sostenible. 

e. Colaboración con las autoridades ambientales y demás entidades territoriales, brindando apoyo 
técnico y administrativo, participando en la elaboración de los planes regionales y en la ejecución 
de programas, proyectos y tareas necesarios para la conservación del medio ambiente y los 
recursos naturales renovables, en el marco del desarrollo sostenible. 

f. Apoyar la gestión y el seguimiento técnico al cumplimiento en materia ambiental de los 
instrumentos de planificación de las entidades territoriales, en el ámbito de su jurisdicción y 
competencias. 

g. Brindar acompañamiento y orientación a los miembros y entidades del sector privado y 
comunidades, para promover su participación en la implementación de políticas, planes y 
programas en materia ambiental. 

 
Artículo 21: Promoción de gobernanza ambiental. Los esquemas asociativos territoriales promoverán 
la Gobernanza ambiental asociativa, con el propósito de lograr acuerdos entre los diversos actores de 
las entidades territoriales que integran el esquema en función del desarrollo sostenible, mediante las 
siguientes acciones: 
 

a. Articular y comprometer a actores y organizaciones relacionados con los Ecosistemas 
estratégicos, Áreas Protegidas, y Áreas de Especial Interés Ambiental, como hechos 
interjurisdiccionales biofísicos, promoviendo la coordinación, concurrencia y complementariedad, 
alrededor de visiones de desarrollo y modelos de ordenamiento territorial compartidos.  

b. Reconocer y apoyar la consolidación de la gobernanza territorial de áreas protegidas 
consignadas en los planes de manejo de áreas protegidas, procesos y acuerdos 
socioambientales con comunidades étnicas y locales generados en la planeación y manejo de 
determinantes ambientales realizado por las autoridades ambientales.  

c. Construir y promover la gobernanza ambiental durante el proceso de planificación estratégica, y 
consolidarla en el proceso de gestión para el seguimiento, evaluación, monitoreo e 
implementación del plan estratégico. 

d. Gestionar la gobernanza ambiental territorial, generando consensos, pactos, formación de redes, 
apropiación y empoderamiento de los diversos actores y organizaciones, para la implementación 
de los objetivos y las estrategias del plan estratégico  

e. Constituir sistemas de gestión para la gobernanza ambiental territorial multinivel, que vinculen 
proactivamente a los diversos actores y organizaciones de las entidades asociadas. 

f. Colaborar en programas de cooperación e integración con entes territoriales limítrofes de países 
vecinos, dirigidos a fomentar la preservación del medio ambiente, con la asesoría y la 
participación de las Autoridades Ambientales. 



 

 

            
 

 

 
 

g. Apoyar a la concreción de los procesos de esquemas asociativos fronterizos que se fundamentan 
en los procesos de conservación transfronteriza existentes.  

h. Realizar procesos de consulta y participación, invitando a las autoridades ambientales y demás 
instituciones responsables de la gestión ambiental con el propósito de que estas entidades 
emitan observaciones y recomendaciones. 

 
Artículo 22: Promoción de mecanismos o instrumentos de gestión y financiación. Los esquemas 
asociativos territoriales promoverán mecanismos o instrumentos de gestión y financiación para 
programas, proyectos y actividades orientadas al adecuado manejo de los recursos naturales renovables 
y la preservación del medio ambiente, y brindarán apoyo técnico y administrativo para su implementación 
y manejo eficiente y eficaz, adelantando las siguientes acciones: 

 
a. Promover, en la escala asociativa, los instrumentos de gestión ambiental económica de pago por 

servicios ambientales, financiación, sistema de corresponsabilidades, soluciones basadas en la 
naturaleza, negocios verdes, entre otros, de manera que se generen recursos financieros para 
la implementación de proyectos estratégicos.  

b. Gestionar recursos ante el Sistema General de Regalías para la ejecución de proyectos, en 
materia ambiental y desarrollo sostenible. 

c. Proponer e implementar estrategias de financiación para la generación de recursos, que apoyen 
la gestión ambiental del EAT.  

d. Coordinar y participar en la consecución de recursos de cooperación internacional, programas, 
planes y proyectos en materia ambiental y del desarrollo sostenible. 

 
 

CAPÍTULO III 
 

LINEAMIENTOS PARA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS DE AGUA POTABLE Y 
SANEAMIENTO BÁSICO POR PARTE DE LOS EAT 

 

Artículo 23. Coordinación de acciones para la prestación de servicios públicos. Los esquemas 
asociativos territoriales establecerán una instancia encargada de coordinar las acciones relacionadas 
con la prestación de los servicios de agua potable y saneamiento básico. Esta función puede ser asumida 
por otra instancia ya establecida para la coordinación general del esquema asociativo territorial.  

Artículo 24. Lineamientos sobre la prestación de servicios públicos de agua potable y 
saneamiento básico. Los esquemas asociativos territoriales, dentro de los principios de concurrencia, 
complementariedad, coordinación y subsidiariedad, realizarán las siguientes acciones:  

a. Coordinar, promover y/o ejecutar acciones orientadas a lograr una adecuada planeación y 
gestión del recurso hídrico con enfoque regional, con el objetivo de garantizar la prestación de 
los servicios de agua potable y saneamiento básico a todos los habitantes de los departamentos, 



 

 

            
 

 

 
 

municipios o distritos que conforman el esquema asociativo territorial, conforme a lo establecido 
en los Objetivos de Desarrollo Sostenible 6 y 11.  

b. Coordinar y gestionar con otras autoridades nacionales y/o territoriales la asesoría y asistencia 
técnica, administrativa y financiera, y la adopción de prácticas de buen gobierno o gobierno 
corporativo en las empresas públicas prestadoras de servicios públicos domiciliarios en las 
entidades territoriales que integran el esquema asociativo territorial.  

c. Promover, diseñar y apoyar la implementación de esquemas asociativos para la prestación de 
los servicios públicos domiciliarios con enfoque regional y territorial que garanticen cobertura, 
calidad, eficiencia y sostenibilidad en las entidades territoriales que hacen parte del esquema 
asociativo territorial, para lo cual podrán disponer entre otros instrumentos de financiación, de 
los aportes bajo condición, contemplados en el numeral 9 del artículo 87 de la Ley 142 de 1994.  

d. Hacer seguimiento a la gestión y prestación de los servicios públicos domiciliarios en su 
jurisdicción, y reportar en lo que corresponda a la autoridad competente para el ejercicio del 
control y vigilancia. Los esquemas asociativos territoriales o las entidades territoriales que los 
conforman realizarán esta prestación por medio de operadores especializados, los cuales 
deberán conformarse y cumplir con la normatividad establecida por la Ley 142 de 1994 y demás 
normas relacionadas.  

e. Formular una política regional de gestión, manejo y aprovechamiento de residuos sólidos y 
líquidos, y coordinar la implementación de esquemas asociativos y demás acciones bajo el 
modelo de economía circular, en particular a través del reúso de las aguas residuales y el 
aprovechamiento de los residuos sólidos.  

f. Con apoyo de los planes departamentales de agua identificar posibles esquemas de prestación 
regional. Una vez identificados, realizar acciones que permitan el diagnóstico, formulación y 
estructuración de estos teniendo en cuenta las consideraciones establecidas en la Resolución 
895 de 2021 del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, o la que la adicione, modifique o 
sustituya.  

g. Coordinar programas de asistencia técnica dirigidos a las personas prestadoras de los servicios 
públicos de acueducto y alcantarillado que operan en las entidades territoriales que conforman 
el esquema asociativo territorial.  

 
 

CAPÍTULO IV 
  

LINEAMIENTOS PARA LA EJECUCIÓN DE COMPETENCIAS POR PARTE DE LOS EAT EN 
MATERIA DE DESARROLLO Y ORDENAMIENTO RURAL AGROPECUARIO 

  
Artículo 25. Funciones de los esquemas asociativos territoriales en materia de desarrollo rural. 
Los esquemas asociativos territoriales contribuirán en la definición y armonización de las políticas de 
desarrollo agropecuario entre las entidades territoriales asociadas, especialmente con enfoques de 
resiliencia y desarrollo rural integral. Para lo anterior, los planes estratégicos, programas de desarrollo o 
proyectos sectoriales de alcance interjurisdiccional deben tener en cuenta aspectos como: 



 

 

            
 

 

 
 

  
a. Orientaciones para los suelos agropecuarios en aras de su conservación, protección y 

mantenimiento en el tiempo. 
b. Las alternativas productivas, las cadenas agropecuarias que se desarrollen en las diferentes 

entidades territoriales asociadas, así como la aptitud alta, analizando las interdependencias en 
las dinámicas de producción, transformación y comercialización las cuales deberán promoverse 
exclusivamente dentro de la frontera agrícola, bajo la premisa de producción agropecuaria 
sostenible. 

c. Orientaciones que permitan gestionar, articular y acompañar programas para la regularización 
de la propiedad rural, en especial la regularización de los predios públicos con uso de 
equipamientos, programas de formalización de la propiedad rural, acceso y adjudicación de 
tierras y actualización catastral. 

d. Orientaciones para el mejoramiento de las condiciones del hábitat rural, a través de la 
coordinación, gestión y financiación de programas de vivienda rural (nueva o mejoramiento) 
concentrada o dispersa, servicios públicos domiciliarios, espacio público, equipamientos sociales 
y los relacionados con la actividad agropecuaria. 

e. Los proyectos de infraestructura en relación con la gestión predial, debe ser vinculada a los 
catastros nacional, descentralizados, gestores catastrales; para tener en cuenta en la 
actualización de los POD(s), POT(s), PBOT(s), EOT(s) y el catastro multipropósito. 

  
Artículo 26. Lineamientos para el desarrollo de funciones de los esquemas asociativos 
territoriales en materia de ordenamiento territorial rural. Los esquemas asociativos territoriales 
promoverán el fortalecimiento y armonización del componente rural en los planes de ordenamiento 
territorial, de las entidades territoriales asociadas, así como la implementación de las directrices, 
orientaciones, programas y/o proyectos de los Planes de Ordenamiento Departamental - POD, para lo 
cual podrán adelantar las siguientes acciones: 
 

a. Identificar y definir los hechos interjurisdiccionales rurales agropecuarios, particularmente, la 
protección de los suelos agropecuarios dentro de la frontera agrícola, la conservación de fuentes 
hídricas que abastecen los sistemas de servicios públicos de acueducto y adecuación de tierras, 
y la sostenibilidad de la infraestructura vial y de comunicaciones que garantiza la producción 
agropecuaria. 

b. Emitir lineamientos de ordenamiento territorial agropecuario que limiten, ordenen las relaciones 
funcionales y vínculos urbano-rurales en continuos rurales supramunicipales, en temas de 
interés para los EAT, particularmente el ordenamiento y regulación de los bordes urbano-rurales, 
y de las áreas conurbadas, suburbanas y de expansión urbana. 

c. Apoyar la formulación y actualización de los instrumentos de ordenamiento territorial de las 
entidades territoriales asociadas, particularmente, la definición de los parámetros de coherencia 
en las acciones de clasificación del suelo, la definición y delimitación de categorías de suelo rural 
de protección y desarrollo restringido y, de usos y actividades del suelo rural con aptitud 
agropecuaria. 



 

 

            
 

 

 
 

d. Fomentar la generación y uso de información sobre las dinámicas de ocupación y uso del suelo 
rural en los procesos de formulación y actualización de los instrumentos de ordenamiento 
territorial de las entidades territoriales asociadas. 
 

 
CAPÍTULO V 

 
 

LINEAMIENTOS PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE POR 
PARTE DE LOS EAT  

  
ARTÍCULO 27. Estrategias y lineamientos en materia de transporte. El Ministerio de Transporte en 
concordancia con la Ley 1454 de 2011, el artículo 183 de la Ley 1753 de 2015 y el artículo 249 de la Ley 
1955 de 2019, y con fundamento en lo dispuesto en el Decreto 1033 de 2021, construirá las estrategias 
y lineamientos que faciliten el alcance y cumplimiento de los objetivos y finalidades de los esquemas 
asociativos territoriales-EAT, frente al desarrollo de proyectos de infraestructura y transporte de impacto 
regional que consoliden el sistema de ciudades, optimicen las relaciones funcionales urbano - regional y 
los vínculos urbano - rural y permitan la cohesión del territorio en materia de movilidad sostenible 
integrada y, definirá las competencias que podrán ejercer los esquemas en materia de autoridad regional 
de transporte.  

 
 

CAPÍTULO VI 
 

 
APOYO DE LOS EAT EN LOS PROCESOS DE PLANIFICACIÓN Y GESTIÓN DEL DESARROLLO Y 

ORDENAMIENTO TERRITORIAL 
 

Artículo 28. Coordinación de los actores vinculados con la formulación e implementación de los 
instrumentos de desarrollo y planificación territorial de los EAT.  La Nación y las entidades 
territoriales se articularán para el adecuado desarrollo de los procesos de ordenamiento territorial. Desde 
el nivel Nacional se garantizará que en la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo se tengan en 
cuenta los planes regionales y subregionales para reconocer las necesidades del territorio. 

Los programas y proyectos de inversión de los planes estratégicos de mediano plazo de los esquemas 
asociativos territoriales deberán guardar coherencia con las metas del Plan Nacional de Desarrollo y los 
planes de desarrollo de las Entidades Territoriales.  

Artículo 29. Acompañamiento técnico de las entidades del Gobierno Nacional para el 

fortalecimiento de los EAT. La Comisión de Ordenamiento Territorial promoverá la coordinación entre 

los distintos actores que prestan  asistencia técnica en las entidades del orden nacional y 



 

 

            
 

 

 
 

departamental para acompañar la formulación preliminar y definitiva del plan estratégico de mediano 

plazo, con arreglo al fortalecimiento de capacidades, de acuerdo con los asuntos en los que se 

identifiquen los hechos interjurisdiccionales entre entidades territoriales, y con fundamento en la visión 

regional de cada ente rector para el ejercicio funcional y desarrollo de competencias.  

Artículo 30. Coordinación entre los instrumentos de planificación de los EAT con los instrumentos 

del sistema de ordenamiento y gobernanza del territorio. Los EAT atenderán lo indicado en la Política 

General de Ordenamiento Territorial – PGOT, en lo relacionado con la coordinación multiescalar de los 

diferentes instrumentos de planificación, según los planes, programas o proyectos de los Planes 

Estratégicos elaborados por los EAT y los planes estratégicos que estén asociados con los asuntos de 

interés nacional definidos en la PGOT. 

Artículo 31. Formulación de los instrumentos de planificación de los EAT. Para la formulación de 

los planes estratégicos de mediano plazo, los esquemas asociativos territoriales deberán utilizar las 

herramientas dispuestas por el Departamento Nacional de Planeación y demás entidades del Gobierno 

Nacional que puedan contribuir con el adecuado diseño de estos instrumentos de planeación. 

Para la versión definitiva de los planes estratégicos de mediano plazo, se tendrá en cuenta lo dispuesto 

en el Decreto 1033 de 2021, siendo indispensable que el EAT use el catálogo de productos diseñado por 

el Departamento Nacional de Planeación, o el que haga sus veces, para realizar una adecuada 

identificación de programas y productos, coherentes con el propósito de la conformación del EAT. 

Para la definición de los hechos interjurisdiccionales se recomienda promover el uso de la cartografía 

como instrumento metodológico tanto en la etapa de diagnóstico (identificación) como de formulación 

(definición), a un nivel de detalle que permita establecer la naturaleza de los hechos y su posible 

incorporación en los instrumentos de desarrollo y planificación territorial de los EAT. Para la elaboración 

de la cartografía, se deberá utilizar la cartografía básica oficial del IGAC o de la autoridad cartográfica 

encargada de la gestión del Plan Nacional de Cartografía, además de contener los parámetros 

establecidos por la Infraestructura Colombiana de Datos Espaciales (ICDE). 

Artículo 32. Rol de los EAT y su coordinación con las competencias de planeación para el 

ordenamiento y el desarrollo de los entes territoriales. Los EAT deberán promover la continuidad de 

los planes, programas y proyectos formulados en el plan estratégico de mediano plazo, para dar 

cumplimiento a los compromisos acordados, considerando que su plazo puede ser mayor al de los 

gobiernos de sus entes territoriales asociados. 

Artículo 33. Rendición de información de los esquemas asociativos territoriales en el ejercicio de 

sus funciones. A partir de las disposiciones de la Resolución 0035 de 2020 de la Contraloría General 

de la República, por la cual  se reglamenta la rendición de información por parte de las entidades o 

particulares que manejen fondos o bienes públicos, en todos sus niveles administrativos y respecto de 



 

 

            
 

 

 
 

todo tipo de recursos públicos, para el seguimiento y el control de las finanzas y contabilidad públicas, 

se insta a los EAT para que en el ejercicio de sus funciones den cumplimiento a las disposiciones 

regladas por el ente de control en el manejo de fondos y bienes de recursos públicos. 

Artículo 34. Disposición al ciudadano y armonización de los objetos territoriales legales derivados 

de los instrumentos de planificación. Los objetos territoriales legales, asociados a los instrumentos 

que conforman el sistema de administración del territorio, deberán acoger en su elaboración los 

estándares que se definan en el marco de la Infraestructura Colombiana de Datos Espaciales ICDE y del 

Modelo para el Ámbito de la Administración del Territorio (Land Administration Domain Model – LADM), 

y disponerse de modo eficiente para el servicio al ciudadano, de modo que se brinde información 

permanente de los derechos, restricciones y responsabilidades asociados a dichos objetos territoriales.   

 
 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
Dada a los veintiséis (26) días del mes de julio de 2022 
 
 
 
 
 
 
YULI PAOLA MANOSALVA 
Directora Gobierno, Gestión Territorial y Lucha contra la Trata ( E ) 
Ministerio del Interior 
Presidente de la COT 
 
 
 
 

 
 
YENNY CAROLINA ROZO GÓMEZ 
Directora de Ordenamiento y Desarrollo Territorial ( E ) 
Departamento Nacional de Planeación 
Secretaria Técnica de la Comisión de Ordenamiento Territorial 


